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Los grupos de presión empresariales están 
luchando contra una propuesta de ley de la UE 
que pretende responsabilizar a las empresas 
por los abusos contra los derechos humanos 
y la destrucción medioambiental. Mientras 
algunos se muestran abiertamente hostiles y 
tienen claro que ni siquiera quieren la ley, las 
empresas más insidiosas son las que, aunque 
se presentan cooperativas, buscan menoscabar 
gravemente la normativa. A continuación, 
revelamos las tácticas utilizadas para socavar 
esta ley, que tiene como fin detener la 
impunidad empresarial y que exigiría a las 
empresas ejercer la “diligencia debida” a lo 
largo de sus cadenas globales de suministro.
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Ya se trate de la deforestación por el uso de aceite de palma, del 
trabajo infantil en las plantaciones de cacao, de la aceleración 
del cambio climático debido a los procesos industriales o de 
las condiciones de trabajo abusivas de los proveedores textiles 
de la industria de la moda, las empresas multinacionales son 
responsables (y también se lucran) de los atroces abusos contra 
los derechos humanos y ambientales en sus cadenas globales 
de valor.

En abril de 2020, el comisario de Justicia Reynders se comprometió 
con una iniciativa legislativa en la UE para exigir a las empresas 
europeas que cumplan con la “diligencia debida” obligatoria 
en materia de derechos humanos y medio ambiente. En otras 
palabras, para obligarlas a identificar, prevenir, mitigar y dar 
cuenta de manera efectiva de los impactos negativos de sus 
actividades o las de sus filiales, subcontratistas y proveedores. El 
anuncio llegó después de un estudio de la Comisión Europea que 
concluyó que a pesar de los muchos años de medidas voluntarias 
de “Responsabilidad Social Corporativa” (RSC) no se ha logrado 
proteger el medio ambiente ni los derechos humanos.

La legislación de la diligencia debida obligatoria de la UE podría 
mejorar drásticamente el impacto medioambiental y sobre los 
derechos humanos de las empresas con sede en la UE, pero 
presentes en todo el mundo, y proporcionar instrumentos sólidos 
para que las víctimas de los abusos exijan responsabilidades a 
dichas empresas. Sin embargo, para conseguirlo, es esencial que 
la ley cubra todas las cadenas de suministro de las empresas, 
responsabilice a dichas empresas por los daños causados (a 
través de la responsabilidad civil, administrativa y penal), dé a 
las víctimas acceso a los tribunales en los países de origen de 
las multinacionales, invierta la carga de la prueba del daño de 
las víctimas a las empresas, incluya fuertes sanciones y mucho 
más. No resulta sorprendente que las empresas hayan estado 
presionando con fuerza para impedir que esto suceda.

Introducción

La legislación de la 
diligencia debida 
obligatoria de la 

UE podría mejorar 
drásticamente 

el impacto 
medioambiental y 
sobre los derechos 

humanos de las 
corporaciones 

con sede en la UE, 
pero presentes en 

todo el mundo, 
y proporcionar 

instrumentos 
sólidos para que 

las víctimas de 
los abusos exijan 

responsabilidades a 
dichas empresas.

https://www.euractiv.com/section/energy-environment/opinion/hope-for-a-new-settlement-between-companies-people-and-the-environment-in-the-eu/
https://www.euractiv.com/section/energy-environment/opinion/hope-for-a-new-settlement-between-companies-people-and-the-environment-in-the-eu/
https://www.euractiv.com/section/energy-environment/opinion/hope-for-a-new-settlement-between-companies-people-and-the-environment-in-the-eu/
https://www.enforcinghumanrights-duediligence.eu/en/what-we-want
https://www.enforcinghumanrights-duediligence.eu/en/what-we-want
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En marzo de 2021, el Parlamento Europeo aprobó un informe 
para pedir una legislación que exija a todas las empresas que 
analicen los riesgos ambientales y de derechos humanos en todas 
sus cadenas globales de valor, actúen para “detenerlos, mitigarlos 
y prevenirlos”, y se enfrenten a la responsabilidad civil por daños 
cuando no lo cumplan. Se espera una propuesta legislativa de la 
Dirección General (DG) de Justicia de la Comisión Europea a finales 
de 2021. Hay mucho en juego para las personas y el planeta, 
pero puesto que la capacidad de las empresas de lucrarse con 
impunidad también está en el punto de mira, la presión sobre el 
expediente ha sido intensa. Después de más de tres meses desde 
las solicitudes de libertad de información (FOI) a la Comisión, 
finalmente obtuvimos decenas de documentos de presión 
internos de la DG Justicia (de los que se informa por primera 
vez aquí) que, junto con la presión ejercida sobre el Parlamento 
Europeo, revelan las tácticas y los argumentos que utilizan 
estas empresas, tanto públicamente como entre bastidores. 
Los hallazgos son una lectura vital para que los responsables de 
las políticas y los políticos tengan la oportunidad de detener la 
impunidad empresarial.

Existen muchos grandes grupos de presión empresariales 
que no ocultan su deseo de obstruir la ley, pero quizás sean 
menos peligrosos que los que se presentan como aliados que, 
sin embargo, a su vez, presionan para debilitar y moldear 
la propuesta a favor de sus propios intereses. A pesar de 
las palabras vacías favorables a una ley de diligencia debida 
obligatoria, muchas empresas y sus grupos de presión intentan 
que sea ineficaz restringiendo, o incluso excluyendo, disposiciones 
de responsabilidad ambiciosas y el acceso de las víctimas a los 
tribunales. En su lugar, se centran en “incentivos positivos” para 
que las empresas hagan lo correcto y subrayan que desean evitar 
un enfoque “punitivo”, es decir, con graves consecuencias para 
las empresas implicadas en violaciones de derechos humanos. 
Siguen utilizando terminología práctica, que suena razonable, para 
encubrir estos esfuerzos: temor a una “mayor judicialización”, 
“demandas frívolas” e “inseguridad jurídica” son sólo diferentes 
formas de decir que no quieren que las víctimas tengan el derecho 
y los instrumentos para obligar a dichas empresas a rendir 
cuentas ante los tribunales. Es evidente que cualquier empresa 
que intente negar o limitar este derecho fundamental, en realidad, 
no pretende abordar la cuestión de su impacto social y ambiental.
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https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-9-2021-0018_EN.html
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Cuando los grupos de presión empresariales invocan medidas 
“pragmáticas” y “factibles”, a menudo se trata de eufemismos para 
limitar la ley de diligencia debida al “primer nivel” (es decir, a los 
proveedores directos de una empresa) en las cadenas globales 
de valor, con lo cual la mayoría de los daños no se mitigarían y 
los más vulnerables seguirían sin recursos. Otra táctica común 
es presionar para seguir con los modelos voluntarios de RSC 
liderados por la industria (que históricamente han demostrado 
ser ineficaces, lo cual ha motivado precisamente esta propuesta 
de ley) o para reconocer los esquemas de RSC existentes en la ley. 
Además, las demandas de “igualar las condiciones” se orientan con 
demasiada frecuencia hacia el nivel más bajo posible. La industria 
francesa quiere conseguir un nivel más bajo que la ley nacional de 
diligencia debida de Francia, mientras que en Alemania y los Países 
Bajos el objetivo de las grandes empresas ha sido jugar un doble 
juego para frustrar una legislación nacional ambiciosa en favor 
de una norma europea, para acabar debilitándola y socavándola 
también.
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BusinessEurope no ha disimulado su antipatía hacia los planes 
de diligencia debida obligatoria. En julio de 2020, advirtió a 
la Comisión de que una nueva ley “podría conllevar impactos 
negativos e indeseados” como “poner en peligro prácticas 
empresariales significativas y exitosas” y “frenar la inversión 
en terceros países”. Incluso utilizó la interrupción de la cadena 
de suministro a causa de la COVID-19 como justificación para 
no introducir leyes que protegieran los derechos humanos 
de las comunidades y los trabajadores frente a la impunidad 
empresarial, porque “podría dificultar que las empresas” aseguren, 
rediseñen o reconstruyan sus cadenas de suministro1. Más tarde, 
en 2020, BusinessEurope escribió al comisario Reynders para 
señalar que una “clara mayoría” de empresas “compartían fuertes 
preocupaciones” sobre una ley europea obligatoria2, pero también 
exigió debilitarla y hacerla inoperativa.

Las notas publicadas bajo la ley de libertad de información de 
una reunión con el grupo asesor de BusinessEurope revelan que 
afirmó que los requisitos de diligencia debida de la DG Justicia 
“deberían limitarse a los medios y no incluir los resultados”, es 
decir, que las obligaciones de las empresas deberían terminar 
en el proceso de diligencia debida, independientemente de si el 
proceso logra evitar impactos perjudiciales o no. BusinessEurope 
también preguntó si “incluiría una cláusula de refugio seguro para 
la normativa de diligencia debida sectorial existente, tal como 
se propone en el proyecto de ley alemán de diligencia debida 
(en la cadena de suministro) filtrado” 3. Una cláusula de “refugio 
seguro” se refiere a una exención de responsabilidad que, en este 
caso, según los analistas, estaría “vinculada a normas industriales 

1. Carta de BusinessEurope a la vicepresidenta de la Comisión Europea, Jourová, 24 de julio de 2020. Documento 
6 en carpeta zip.

2.  Carta de BusinessEurope al comisario Reynders, 13 de octubre de 2020. Documento 11 en carpeta zip.
3.  Informe de la reunión de la jefa de Gabinete, Sra. Tuts, con BusinessEurope, 19 de noviembre de 2020. 

Documento 12 en carpeta zip.

Obstruir, asustar, y si todo lo 
demás falla, inutilizar1.
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https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
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oficialmente reconocidas por las múltiples partes interesadas”. 
En otras palabras, ¡las normas voluntarias de RSC, que no han 
demostrado ser eficaces para prevenir daños se utilizarían para 
proteger a las empresas de la responsabilidad por los daños 
que causan! Una disposición así socavaría por completo la ley 
de diligencia debida de la UE. En realidad, su existencia en la 
propuesta alemana se debe a la ofensiva de los grupos de presión 
empresarial en Alemania con el fin de debilitar su propia ley 
nacional (véase parte 4).

BusinessEurope también dejó claro, en su respuesta a la 
consulta pública de la Comisión, que quiere que las empresas 
tengan un “refugio seguro” (es decir, protección frente a 
demandas), si ya han llevado a cabo un proceso de diligencia 
debida o si no son directamente responsables de los daños en su 
cadena de suministro. Además, quiere que la ley se limite al primer 
nivel, no incluya el cambio climático, “presione” pero no castigue 
a las empresas y no contenga “ninguna inversión” de la carga de 
la prueba de las víctimas a las empresas. Sobre este último punto, 
BusinessEurope escribió a la Comisión de Asuntos Jurídicos 
(JURI) del Parlamento Europeo en enero de 2021 (justo antes de 
una votación sobre el proyecto de informe de diligencia debida) 
argumentando que “abriría la puerta a demandas frívolas y litigios 
abusivos”, una manera grave de decir que las víctimas no deberían 
contar con los instrumentos necesarios para llevar ante los 
tribunales a las empresas que violan los derechos humanos.

No cabe duda de que BusinessEurope y sus miembros están en 
contra de una legislación sólida de diligencia debida, y su reacción 
a la campaña de la sociedad civil a favor de una ley ambiciosa 
muestra que la ven como una amenaza. Según algunas fuentes, 
a principios de febrero de 2021, la FEDIL (la Federación de 
Industriales de Luxemburgo), una asociación nacional miembro 
de BusinessEurope, advirtió a los miembros de su empresa 
que la petición de la sociedad civil “Raise your voice to hold 
business accountable” (“Alza la voz para exigir que las empresas 
rindan cuentas”) había reunido decenas de miles de respuestas 
a consultas y alentó “al mayor número de miembros posible a 
responder a la consulta pública para contrarrestar la iniciativa de 
los sindicatos y las ONG”. Se animó a las empresas a responder 
negativamente a la pregunta de si debería desarrollarse un marco 
jurídico europeo para la diligencia debida empresarial. Al igual que 
en la campaña de la sociedad civil, se proporcionó una plantilla de 
respuestas, pero en lugar de centrarse en proteger a las personas 
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https://www.businesseurope.eu/sites/buseur/files/media/position_papers/legal/2021-02-04_sustainable_corporate_governance_and_due_diligence_-_reply_to_consultation.pdf
https://www.businesseurope.eu/sites/buseur/files/media/position_papers/legal/2021-02-04_sustainable_corporate_governance_and_due_diligence_-_reply_to_consultation.pdf
https://www.businesseurope.eu/sites/buseur/files/media/public_letters/legal/2021-01-21_letter_on_due_diligence.pdf
https://www.businesseurope.eu/sites/buseur/files/media/public_letters/legal/2021-01-21_letter_on_due_diligence.pdf
https://www.enforcinghumanrights-duediligence.eu/en
https://www.enforcinghumanrights-duediligence.eu/en
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y al planeta de la impunidad empresarial, su plantilla “se elaboró 
con BusinessEurope” con las exigencias habituales: limitarla al 
primer nivel únicamente, incluir el “refugio seguro”, etc.

Otro miembro de BusinessEurope probó una técnica de presión 
diferente: una de sus empresas asociadas, el gigante agroquímico 
Bayer, patrocinó un debate Politico sobre el tema en octubre de 
2020. En el evento, el jefe de Bayer señaló a los “proveedores del 
primer nivel” como el único nivel en el que las empresas pueden 
influir, y argumentó que la UE no debería ampliar demasiado 
el marco, sino centrarlo en los derechos humanos, “en lugar de 
hacerle remiendos” e incluir otras cosas. Otras cosas... ¿Como el 
medio ambiente? Los compromisos voluntarios de RSC de Bayer 
quizás prometan la promoción de “un uso responsable de los 
recursos para ayudar a las personas y al planeta a prosperar”, 
pero como productor de OGM dependientes de herbicidas 
y pesticidas responsables de la muerte a gran escala de los 
polinizadores, no es de extrañar que la empresa rechace la 
diligencia debida ambiental obligatoria.
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https://www.businesseurope.eu/about-us/asgroup-our-partner-companies
https://www.politico.eu/event/csr-for-supply-chains/
https://corporateeurope.org/en/food-and-agriculture/2017/04/match-made-hell
https://corporateeurope.org/en/food-and-agriculture/2017/04/match-made-hell
https://corporateeurope.org/en/food-and-agriculture/2017/04/match-made-hell
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A diferencia de los grupos totalmente obstructivos como 
BusinessEurope, algunos grupos de presión empresariales se 
han presentado como el extremo progresista de las empresas 
que respalda la legislación de diligencia debida obligatoria. Sin 
embargo, su presión revela que la clave está, como siempre, en 
los detalles. Diluyendo, ablandando y consagrando su influencia 
continua, podrían hacer mucho daño a la ambiciosa ley de 
diligencia debida que se necesita. Veamos el ejemplo de los grupos 
de presión empresariales AIM y Amfori; cada uno invirtió hasta 
400.000 euros para presionar a la UE en 2019:

• AIM, la Asociación de Marcas Europeas, tiene una lista de 
miembros que incluye las marcas más importantes como 
Coca-Cola, Danone, Mars, Mondelez, Nestlé, Nike y Unilever. 
En noviembre de 2020, AIM presionó a la DG Justicia para 
conseguir instrumentos políticos que “incentivaran” a 
las empresas a respetar los derechos humanos (como 
recompensarlas con “preferencias comerciales y políticas de 
desarrollo”). Como si se “recompensara” a los ciudadanos 
por no ensuciar el jardín de sus vecinos o por no golpearlos. 
Es más, querían que la responsabilidad de respetar los 
derechos humanos “se diferenciara del alcance de la 
responsabilidad legal”.4 Sin embargo, si se incluye la 
responsabilidad legal, AIM quiere que se limite a “daños 
graves contra los derechos humanos” causados únicamente 
por las actividades de la empresa o las de las “empresas 
controladas” que podrían haberse evitado si se hubiera 
llevado a cabo un proceso de diligencia debida “razonable” 
en materia de derechos humanos, términos todos que 
deberían definirse “tras un diálogo constructivo con todas 
las partes interesadas relevantes”. Es decir, tras consultar a 
las grandes empresas

4.  Posición de AIM, octubre de 2020. Documento 28 en carpeta zip.

Recompensas, no castigos: cómo las empresas 
“constructivas” tratan de diluir la ley2.
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https://ec.europa.eu/transparencyregister/public/consultation/displaylobbyist.do?id=1074382679-01
https://ec.europa.eu/transparencyregister/public/consultation/displaylobbyist.do?id=84768556104-35
https://www.aim.be/members/#corporate-members
https://www.aim.be/members/#corporate-members
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
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Analicemos un poco estas afirmaciones: la primera preferencia 
de AIM sería que la ley no responsabilice legalmente a sus 
miembros por no respetar los derechos humanos. Sin embargo, 
su segunda preferencia, si finalmente se incluye la responsabilidad 
en la propuesta, es que no cubra todas las cadenas de valor de 
las empresas. Y que las empresas eludan la responsabilidad 
por daños si cumplen con todos los requisitos del proceso de 
diligencia debida (o, como lo expresó recientemente AIM, llevar 
a cabo la diligencia debida debería ser una “defensa” a favor 
de las empresas), un enfoque que corre el riesgo de eximir de 
responsabilidad en lugar de consolidarla. A su vez, limitar la 
responsabilidad a “los daños graves contra los derechos humanos” 
convertiría de facto la mayoría de los otros daños en legalmente 
permisibles. Además, ¿qué se entendería por un daño “no grave” 
contra los derechos humanos?

  

• Amfori, la asociación empresarial que tiene “Comercio con 
Propósito” como lema, escribió una carta abierta, después 
de que el Parlamento Europeo aprobara el informe sobre 
la diligencia debida empresarial y responsabilidad 
empresarial en marzo de 2021, presionando para conseguir 
un enfoque “pragmático”, en el que “la responsabilidad 
legal no se debería considerar una fórmula milagrosa”, sino 
que debería incluir “incentivos positivos” (es decir, un trato 
favorable con, por ejemplo, “incentivos a la contratación 
pública”). Como miembro asesor del Grupo de Trabajo sobre 
Conducta Empresarial Responsable del Parlamento Europeo, 
Amfori tiene una posición influyente en el debate. En un 
webinario del grupo de trabajo en marzo de 2021 (en el 
que participaron dos comisarios y varios eurodiputados, así 
como la industria y las ONG), Amfori reiteró estos mensajes 
y enfatizó “el reto” que supondría para las empresas “tener 
una supervisión completa en toda la cadena de suministro”. 
Amfori también argumentó que es “importante capitalizar los 
esfuerzos de diligencia debida colaborativa existentes” (es 
decir, las iniciativas voluntarias de RSC de la industria), que son 
“instrumentos poderosos”, e incluso ofreció la “experiencia” de 
Amfori al comisario Reynders para tratar “la función de estos 
planes existentes en la futura legislación europea”.

Limitar la responsabilidad y promover incentivos, no sanciones, 
son temas que se hacen eco de los grupos de presión 
empresariales más abiertamente obstructivos. El panorama es 
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https://www.amfori.org/sites/default/files/amfori-2021-03-18-amfori-Open-Letter-HREDD_1.pdf
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-9-2021-0018_EN.html
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-9-2021-0018_EN.html
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-9-2021-0018_EN.html
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similar con las empresas individuales que se presentan como 
solidarias. H&M afirmó a la DG Justicia que está a favor de un 
marco “pragmático y factible” con los “incentivos adecuados” 
y del reconocimiento de los planes industriales (voluntarios) 
existentes.5 Sin embargo, la firma de moda rápida ha hecho 
muchas promesas encomiables que aún no se han cumplido, 
y continúan los abusos en su cadena de valor, puesto que 
las trabajadoras en sus fábricas de suministro se enfrentan 
presuntamente a abusos físicos y sexuales para poder cumplir 
objetivos poco realistas.

Por su lado, Mars señaló a la Comisión lo mucho que ya está 
haciendo para “pasar de las palabras a la acción” al revelar 
voluntariamente más detalles sobre sus proveedores de cacao 
de segundo nivel (más abajo en la cadena de suministro).6 La 
industria chocolatera es un buen ejemplo. Durante años, se ha 
enfrentado a una presión creciente para que exista una regulación 
obligatoria de sus cadenas de valor después de décadas de 
programas voluntarios que aportaron pocas mejoras en materia 
de deforestación y trabajo infantil. Algunas empresas vieron en 
qué dirección soplaba el viento. En 2019, Mars y Mondelez se 
pronunciaron a favor de la normativa de diligencia debida de la 
UE, ya que es mejor estar “en la mesa que en la carta” (o sea, 
es mejor crear las reglas que tener que estar sujeto a reglas que 
no te gustan). Por lo tanto, el “apoyo” de Mondelez llegó con 
algunas salvedades: los responsables políticos deben “crear 
incentivos para que las empresas apliquen su diligencia debida”, 
y las empresas deben poder “ser transparentes sobre los riesgos 
en sus cadenas de suministro sin temer ser expuestas a un mayor 
riesgo de litigio”. Es “esencial” que la ley proporcione “este refugio 
seguro”. Del mismo modo, la Asociación Europea del Cacao 
afirmó a la DG Justicia en junio de 2020 que es “crucial” que la 
legislación de diligencia debida no “exponga a las empresas a un 
riesgo excesivo”.7 En pocas palabras, no quieren que las víctimas 
de abuso puedan recurrir a la justicia con mayor facilidad, como 
los ocho niños exesclavos que demandaron a Mars, Mondelez, 
Nestlé y otras compañías chocolateras por “ayudar e incitar a 
la esclavización ilegal de “miles” de niños de las plantaciones de 
cacao en sus cadenas de suministro”.

5.  Posición del Grupo H&M sobre la diligencia debida obligatoria, octubre de 2020. Documento 13 en carpeta zip.
6. Correo electrónico de Mars a la DG Justicia, 9 de septiembre de 2020. Documento 9 en carpeta zip.
7.   Informe sinóptico de la Comisión Europea sobre la reunión con la Asociación Europea del Cacao, 2 de junio de 

2020. Documento 26 en carpeta zip.
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https://goodonyou.eco/how-ethical-is-hm/
https://www.theguardian.com/global-development/2018/jun/05/female-garment-workers-gap-hm-south-asia
https://www.greenamerica.org/press-release/new-report-highlights-corporate-failures-cocoa-and-solutions
https://www.confectionerynews.com/Article/2020/03/11/EU-due-diligence-laws-for-cocoa-sector-could-be-in-force-by-2022
https://www.euractiv.com/section/economy-jobs/interview/companies-will-support-eu-law-on-due-diligence-but-need-assurances-on-liability/
https://www.euractiv.com/section/economy-jobs/interview/companies-will-support-eu-law-on-due-diligence-but-need-assurances-on-liability/
https://www.theguardian.com/global-development/2021/feb/12/mars-nestle-and-hershey-to-face-landmark-child-slavery-lawsuit-in-us
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
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Una empresa de lobby contratada por el minorista 
de moda más grande del mundo advierte contra la 
burocracia y la “responsabilidad objetiva”
En el período previo y durante la consulta pública de la Comisión (de octubre de 
2020 a febrero de 2021), las peticiones de libertad de información revelan que la DG 
Justicia adoptó un posición consistente frente a los grupos de presión empresariales: 
concentraban sus recursos en la consulta y limitaban la participación en las reuniones 
de las partes interesadas “en esta fase”. Una de las firmas de lobby que recibió esta 
respuesta fue Hanover Communications, que había invitado a la DG Justicia a hablar 
en un webinario, bajo las reglas de Chatham House, sobre gobernanza empresarial 
sostenible y diligencia debida, previsto para principios de noviembre de 2020.1 La firma 
de lobby prometió que el público, que solo podía acudir con invitación, consistiría en “15 
a 20 representantes de alto nivel de varias corporaciones, asociaciones comerciales y 
otras organizaciones interesadas”. Hanover afirmó que la industria estaba de acuerdo 
con la normativa obligatoria, pero que “exige un enfoque más pragmático, basado en 
la mejora de las prácticas existentes” (léase: basado en las ineficaces medidas de RSC 
impulsadas por la industria).

Por lo tanto, es destacable que en enero de 2021 supuestamente se realizara “un 
webinario Hanover 360°” sobre el tema con Lucrezia Busa (gabinete del comisario 
de Justicia Didier Reynders), José M. Álvarez Gallego (Inditex) y Jan Tytgat (Umicore)”. 
Obviamente, el gabinete del comisario de Justicia todavía se estaba reuniendo durante 
el período de consultas. Para obtener pistas sobre lo que se discutió en el webinario, el 
artículo de Hanover relativo al mismo afirma que “cuando se habla de la fatiga entre 
los proveedores” significa que “deben evitarse a toda costa la carga administrativa y 
la burocracia” (es decir, evitar procesos administrativos para las corporaciones es más 
importante que prevenir y rectificar abusos), y que tener un enfoque en el que las 
empresas desarrollen “procesos para identificar y mitigar riesgos” en sus cadenas de 
valor es preferible a uno que imponga “regímenes de responsabilidad objetiva” (es decir, 
“no nos hagan responsables legalmente; lo haremos de todos modos... ¡prometido!”).

Entre los otros ponentes del webinario estuvo la multinacional española Inditex (cuyas 
marcas incluyen Zara), el minorista de moda más grande del mundo en ventas y cliente 
de Hannover (que pagó a la firma de lobby hasta 50.000 euros en 2020). Recientemente, 
se ha presionado a Inditex porque suprimió una declaración que se oponía al 
trabajo forzoso en Xinjiang, la región productora de algodón de China donde se han 
documentado abusos sistemáticos contra los derechos humanos de la población uigur. 
La empresa también se ha enfrentado a acusaciones de no proteger a los trabajadores 
cuando se reprimieron sus derechos durante la pandemia de la COVID-19, ya que 
trabajadores de la confección en sus fábricas de suministro fueron despedidos por su 
actividad sindical. El comerciante de metales y minería Umicore, que presuntamente 
compró cobalto de las minas congoleñas donde murieron niños trabajadores, no es 
cliente de Hanover, pero el Nickel Institute, del cual es miembro, pagó a la empresa 
hasta 200.000 euros en 2020.

8. Correo electrónico de la DG Justicia a Hanover Communications, 19 de octubre de 2020. Documento 39 en 
carpeta zip.

https://ec.europa.eu/info/law/better-regulation/have-your-say/initiatives/12548-Sustainable-corporate-governance/public-consultation
https://www.asktheeu.org/en/request/commission_responses_to_stakehol#incoming-30804
https://www.hanovercomms.com/blog/eu-sustainable-corporate-governance-more-questions-than-answers/
https://www.hanovercomms.com/blog/eu-sustainable-corporate-governance-more-questions-than-answers/
https://www.hanovercomms.com/blog/eu-sustainable-corporate-governance-more-questions-than-answers/
https://www.nytimes.com/2021/03/24/business/handm-boycott-china-uyghurs.html
https://ec.europa.eu/transparencyregister/public/consultation/displaylobbyist.do?id=712987314570-57
https://qz.com/1988896/under-pressure-in-china-zara-deleted-a-statement-about-xinjiang/
https://qz.com/1988896/under-pressure-in-china-zara-deleted-a-statement-about-xinjiang/
https://qz.com/1988896/under-pressure-in-china-zara-deleted-a-statement-about-xinjiang/
https://qz.com/1988896/under-pressure-in-china-zara-deleted-a-statement-about-xinjiang/
https://enduyghurforcedlabour.org/call-to-action/
https://www.theguardian.com/global-development/2019/dec/16/apple-and-google-named-in-us-lawsuit-over-congolese-child-cobalt-mining-deaths
https://ec.europa.eu/transparencyregister/public/consultation/displaylobbyist.do?id=712987314570-57
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
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CSR Europe: aliviar la presión sobre las 
empresas y, en su lugar, darles voz3.

Los planes de responsabilidad social corporativa (RSC) voluntarios 
y promovidos por la industria a menudo les han permitido evitar 
la adopción de leyes vinculantes, y existen pruebas concluyentes 
de que este tipo de iniciativas con múltiples partes interesadas 
no deberían “utilizarse como instrumentos para la rendición de 
cuentas, reparación o protección de los derechos humanos”. 
La principal razón de ser del lobby empresarial CSR Europe ha 
sido utilizar estas iniciativas voluntarias como cortina de humo, 
cuando muchos de sus miembros no son ajenos a escándalos 
medioambientales o de derechos humanos como Volkswagen 
(¿recuerdan el Dieselgate?) y el gigante del petróleo Total (véase 
apartado 4). Distintos documentos divulgados de acuerdo con 
la ley de libertad de información ponen de manifiesto que CSR 
Europe no ha renunciado a su misión a pesar de que existen 
pruebas cada vez más numerosas en contra de esas iniciativas 
promovidas por las empresas: presionaron a la DG Comercio 
en diciembre de 2020 sobre la necesidad de “tener en cuenta 
las medidas ya existentes (sectoriales) adoptadas por muchas 
empresas”, la “importancia de desarrollar normas de abajo a 
arriba” y la sensación entre las empresas “de que la Comisión 
no confía en la normalización de abajo a arriba promovida 
por la industria”. Es más, las actas de una reunión con la DG 
Mercado Interior e Industria (GROW) celebrada en octubre 
de 2020 también revelan que “CSR Europe criticó que las OSC 
(en particular, ECCJ) se centraran únicamente en las medidas 
regulatorias, sin abordar la capacitación”,9 mientras insistieron 
en “la importancia de los partenariados y las ONG y OSC con un 
mandato amplio que incluye colaborar con las empresas en las 
cuestiones de sostenibilidad”. Parece suponer que existe una 
sociedad civil buena y otra mala en donde los grupos que critican 
la impunidad empresarial, rechazan asociarse con quienes abusan 

9.  Plena transparencia: European Coalition for Corporate Justice (ECCJ) es co-editor de este informe.
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https://www.msi-integrity.org/not-fit-for-purpose/
https://www.csreurope.org/our-network-1
https://corporateeurope.org/en/dieselgate-its-tremors-and-role-car-industry-lobbying
https://www.asktheeu.org/en/request/8882/response/30180/attach/2/MEETING%20REPORT%20TRADE%20CSR%20EUROPE%20Redacted.pdf?cookie_passthrough=1
https://www.asktheeu.org/en/request/8880/response/29768/attach/2/ARES%202021%20396609%20Flash%20report%20meeting%20GROW%20CSR%20EUROPE.pdf?cookie_passthrough=1
https://www.asktheeu.org/en/request/8880/response/29768/attach/2/ARES%202021%20396609%20Flash%20report%20meeting%20GROW%20CSR%20EUROPE.pdf?cookie_passthrough=1
https://corporatejustice.org/
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de los derechos humanos y organizan campañas a favor de que 
haya normas vinculantes pertenecen al grupo de los malos. 

En público, CSR Europe ha advertido de que en realidad la 
adopción de una ley de diligencia debida obligatoria en la UE 
podría “ser perjudicial para las comunidades locales”, aun 
cuando es obvio que esta conclusión no se desprende del 
ejemplo que da. Para evitar esta consecuencia curiosamente 
oportuna y absolutamente infundada derivada de una ley 
diseñada precisamente para ayudar a proteger a las comunidades 
locales, CSR Europe propone “incentivos que apoyen” a las 
empresas y nuevas alianzas y diálogos sectoriales europeos ya 
que argumentan que el éxito “dependerá, en gran parte, del 
compromiso del sector privado europeo”. Según CSR Europe, los 
diálogos sectoriales entre múltiples partes interesadas añadirían 
“el deber de colaborar al deber de proteger”, dando prioridad a 
“las acciones colaborativas que buscan tener un impacto más allá 
del comportamiento individual de las empresas” y creando un 
espacio donde “las medidas políticas, las acciones de la sociedad 
civil y las intervenciones de las partes interesadas tendrían que 
abordarse junto con las acciones de las empresas”. En otras 
palabras, desean trasladar la atención de los abusos cometidos 
por las empresas a las acciones de otras partes interesadas y 
asegurarse de que las multinacionales ocupan una posición que 
les permita influir en los detalles. 

https://twitter.com/CSREuropeOrg/status/1347135138438676480?s=20
https://www.csreurope.org/s/CSR-Europe_Reflection-Paper-Due-Diligence.pdf
https://static1.squarespace.com/static/5df776f6866c14507f2df68a/t/5f745e3305bb334fc47864b6/1601461812546/Discussion+Paper+Global+Supply+Chains+%E2%80%93+Global+Responsibility.pdf
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Muchas empresas, políticos y ONG han afirmado que la ventaja 
de una diligencia debida de obligado cumplimiento en la UE 
es igualar las reglas de juego en toda Europa, de modo que 
las empresas no tengan que enfrentarse a un entramado de 
nuevas leyes nacionales sobre la cadena de suministro. A 
menudo lo que falta es la pregunta, ¿cómo igualar las reglas 
de juego? ¿A la baja o al alza? En Francia, se aprobó la Ley 
sobre el deber de vigilancia después de una larga campaña de 
las organizaciones de defensa de los derechos humanos, los 
sindicatos y diputados, y tuvieron que enfrentarse a una férrea 
oposición por parte de las grandes empresas. La Asociación 
Francesa de Grandes Empresas (AFEP), por ejemplo, le escribió 
a Emmanuel Macron, entonces ministro de Economía, para 
decirle que “las empresas están totalmente en contra de 
esta ley”. Afirmaban que “se basaba en la lógica del castigo”, 
que generaría inseguridad jurídica y situaría a las empresas 
francesas en una posición de desventaja competitiva. AFEP, 
junto con la Confederación Empresarial Francesa MEDEF, 
consiguió retrasar el proceso y rebajar la ley (por ejemplo, no 
se aceptó que la carga de la prueba pasara de las víctimas a las 
empresas). No obstante, la ley se aprobó en 2017.

La Ley sobre el deber de vigilancia exige a las empresas 
francesas más grandes que publiquen anualmente sus planes 
de vigilancia donde identifiquen los riesgos relacionados con 
violaciones de los derechos humanos y del medio ambiente 
derivados de sus actividades y de las de las empresas bajo 
su control, o subcontratistas y proveedores con los que 
mantienen “relaciones comerciales consolidadas”, y las medidas 
correspondientes para prevenirlos. Si dichos planes de vigilancia 
no se aplican de manera adecuada y efectiva, las empresas 
pueden ser denunciadas ante los tribunales. Sin embargo, 
como ha señalado la ONG francesa Sherpa, “muchas empresas 
han interpretado la ley como un mero ejercicio informativo”, y 

Las grandes empresas francesas quieren que 
se igualen las reglas de juego… a la baja. 4.

https://corporatejustice.org/wp-content/uploads/2021/06/ECCJ-mandatory-HREDD-map-June-2021.pdf
https://www.foei.org/wp-content/uploads/2018/10/end_of_the_road_for_tncs_foef-aaf-oct17_ENG.pdf
https://www.foei.org/wp-content/uploads/2018/10/end_of_the_road_for_tncs_foef-aaf-oct17_ENG.pdf
https://www.foei.org/wp-content/uploads/2018/10/end_of_the_road_for_tncs_foef-aaf-oct17_ENG.pdf
https://www.foei.org/wp-content/uploads/2018/10/end_of_the_road_for_tncs_foef-aaf-oct17_ENG.pdf
https://www.foei.org/wp-content/uploads/2018/10/end_of_the_road_for_tncs_foef-aaf-oct17_ENG.pdf
http://corporatejustice.org/wp-content/uploads/2021/04/french-corporate-duty-of-vigilance-law-faq-1.pdf
https://www.business-humanrights.org/en/blog/what-lessons-does-frances-duty-of-vigilance-law-have-for-other-national-initiatives/
https://www.business-humanrights.org/en/blog/what-lessons-does-frances-duty-of-vigilance-law-have-for-other-national-initiatives/
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muchos planes de vigilancia son breves e imprecisos, sin ningún 
control por parte del Gobierno. A pesar de todo, se trata de un 
instrumento jurídico fundamental para que las víctimas puedan 
luchar contra la impunidad de las empresas y son varios los 
casos judiciales en curso: dos en contra de Total, uno por 
no haber incluido ninguna referencia al cambio climático 
en su primer plan de vigilancia, y otro por no presentar 
ni aplicar su plan de vigilancia en Uganda, donde sus 
actividades petroleras tienen graves consecuencias sociales y 
medioambientales. 

Entre tanto, en Bruselas, las grandes empresas francesas 
están presionando para socavar una ley europea ambiciosa 
y conseguir que sea más laxa que la ley francesa. En una 
reunión con la DG Justicia en julio de 2020, Total aprovechó 
su “experiencia con la Ley sobre el deber de vigilancia 
francesa” para sostener que en la UE es factible una ley “para 
los proveedores de primer nivel” pero advirtió que sería 
“complicado” ir más abajo en la cadena de suministro. En 
cuanto a la responsabilidad civil de la matriz, Total insistió 
en que debe definirse bien “el alcance del deber.10 Aunque 
pueda parecer irrelevante, el contexto lo determina todo: 
en la batalla legal que Total está librando en los tribunales 
franceses, el gigante petrolero aduce que el deber de vigilancia 
es una simple obligación procedimental, con la que cumplieron 
y que, por consiguiente, deberían quedar eximidos de toda 
responsabilidad. Si consiguen que los legisladores europeos 
definan la diligencia debida como carente de obligaciones 
preventivas reales será una gran noticia para los abogados de 
Total.  

Además, el lobby de las grandes empresas francesas AFEP, 
a cuya junta pertenece Total, deja claro que la definición 
que haga la UE de diligencia debida no debe incluir el 
cambio climático, pues alegan que no es posible “atribuir 
responsabilidades” o “definir la diligencia debida sobre el cambio 
climático para una empresa concreta”. No resulta complicado 
ver en esta demanda una respuesta al caso climático contra 
Total en Francia. Sin embargo, excluir el impacto climático de 
la diligencia debida sobre el medio ambiente sería traicionar la 
emergencia de la crisis climática. Como dijo el alto comisionado 

10.   Informe sinóptico de la Comisión Europea sobre la reunión con Total, 10 de julio de 2020. Documento 24 en 
carpeta zip.

En Bruselas, las 
grandes empresas 

francesas están 
presionando para 

socavar una ley 
europea ambiciosa 

y conseguir que sea 
más laxa que la ley 

francesa.

El lobby de las 
grandes empresas 

francesas, AFEP, 
deja claro que la 

definición que 
haga la UE de 

diligencia debida 
no debe incluir el 
cambio climático.

https://www.asso-sherpa.org/strengthening-corporate-accountability-toward-an-ambitious-european-legislation-on-the-duty-of-vigilance
https://www.asso-sherpa.org/strengthening-corporate-accountability-toward-an-ambitious-european-legislation-on-the-duty-of-vigilance
https://www.asso-sherpa.org/first-climate-change-litigation-against-total-in-france-14-local-authorities-and-5-ngos-take-total-to-court
https://www.asso-sherpa.org/first-climate-change-litigation-against-total-in-france-14-local-authorities-and-5-ngos-take-total-to-court
https://www.foei.org/news/total-legal-action-france-human-rights-environment-uganda
https://www.foei.org/news/total-legal-action-france-human-rights-environment-uganda
https://afep.com/en/afep/
https://afep.com/en/afep/
https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/8ba0a8fd-4c83-11ea-b8b7-01aa75ed71a1/language-en
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
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de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, proteger 
frente a los daños provocados por el cambio climático forma 
parte de la responsabilidad que tienen las empresas de respetar 
los derechos humanos.

Pero las exigencias de AFEP no acaban ahí. En febrero de 2020, 
gastó 1,25 millones de euros en presionar a la UE alegando 
que “una legislación punitiva” era inapropiada e ineficaz y que 
quedaban “claros” los “inconvenientes” de la ley francesa (“una 
diligencia debida obligatoria además de la responsabilidad civil”). 
A saber, “una importante inseguridad jurídica” que desemboca 
en “muchos procesos judiciales largos y caros” que “crean un 
clima de desconfianza: la jerga de los grupos de presión para 
decir “no queremos que las víctimas tengan acceso a la justicia”. 
Finalmente, AFEP insistió en que una legislación obligatoria en la 
UE sería “prematura”. En su lugar, abogan por que la Comisión 
“proporcione unas directrices voluntarias (…), elaboradas en 
colaboración con las empresas de la UE”. Lamentablemente 
ante esta escandalosa petición, el estudio de la Comisión y BIICL 
publicado en febrero de 2020, que motivó la iniciativa legislativa 
europea, reveló que a la mayoría de las empresas les preocupan 
poco los procesos voluntarios, aun después de diez años de 
directrices internacionales como los Principios Rectores de las 
Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos. 

Cuando en diciembre 2020 quedó claro que la ley era inevitable, 
la posición de AFEP evolucionó y afirmaron estar “a favor de” 
una ley de diligencia debida en la UE “pragmática”, que respete 
“la confidencialidad empresarial evitando la transparencia 
excesiva en las cadenas de suministro” y que determine 
claramente que los requisitos de diligencia debida se aplicarán 
únicamente al “primer nivel”. AFEP y MEDEF presionaron a 
miembros de la Comisión de Asuntos Jurídicos del Parlamento 
Europeo sobre este tema a finales de 2020, y en su respuesta 
a la consulta que le hizo la Comisión, AFEP, que representa 
las empresas más grandes de Francia, reiteró que una ley 
europea “debe evitar el peligro de la inseguridad jurídica de 
la ley francesa” excluyendo el cambio climático y no siendo 
aplicable a “toda la cadena de valor”. Para ilustrar por qué AFEP 
tiene tanto interés en limitar la ley al primer nivel de la cadena 
global de valor, hay que tener en cuenta la queja de uno de sus 
miembros, Casino Groupe. Este gigante comercial se enfrenta 
a una demanda por deforestación y violación de los derechos 
humanos en su cadena de valor conforme a la Ley francesa 

https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/8ba0a8fd-4c83-11ea-b8b7-01aa75ed71a1/language-en
https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/8ba0a8fd-4c83-11ea-b8b7-01aa75ed71a1/language-en
https://ec.europa.eu/transparencyregister/public/consultation/displaylobbyist.do?id=953933297-85
https://afep.com/en/publications-en/european-policy-options-for-companies-due-diligence/
https://afep.com/en/publications-en/european-policy-options-for-companies-due-diligence/
https://responsiblebusinessconduct.eu/wp/2020/04/30/speech-by-commissioner-reynders-in-rbc-webinar-on-due-diligence/
https://afep.com/en/publications-en/afep-position-on-the-european-duty-of-care/
https://www.europarl.europa.eu/meps/en/197508/STEPHANE_SEJOURNE/meetings/past#detailedcardmep
https://www.europarl.europa.eu/meps/en/124693/PASCAL_DURAND/meetings/past#detailedcardmep
https://afep.com/wp-content/uploads/2021/02/AFEP-position-on-Sustainable-Corporate-Governance.pdf
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Danone presiona para que el modelo en la UE sea una ley 
francesa voluntaria 
La empresa de alimentación francesa Danone se describe a sí misma como una defensora 
de la sostenibilidad, alega que sus objetivos empresariales y medioambientales son 
“unos y sólo unos” (incluso su director ejecutivo Emmanuel Faber fue recientemente 
destituido por los accionistas por anteponer claramente la sostenibilidad a los beneficios). 
Sin embargo, en privado, sus acciones de presión (bajo el supuestamente demasiado 
sostenible Faber) revelan que la empresa está en contra de una diligencia debida 
obligatoria en materia de medio ambiente y derechos humanos. El hecho de que se 
calcule que el precio de los daños medioambientales (gases de efecto invernadero, 
contaminación atmosférica, uso del agua y residuos) vinculados a la cadena de 
suministro de Danone haya aumentado notablemente entre 2015 y 2018 nos da una pista 
de las razones.

Danone gastó 500.000 euros presionando a Bruselas en 2019 y es miembro de 
CSR Europe y de AIM. En agosto de 2020, la empresa instó a la DG Justicia a que 
se remitiera a una ley francesa distinta, no a la Ley sobre el deber de vigilancia de 
2017, sino a la Ley Pacte de 2019, como “referente” para un marco europeo “ya que 
permite, voluntariamente, a las empresas tener más en cuenta las cuestiones sociales 
y medioambientales y puede suponer una ventaja comparativa”.11 Lejos de ser un 
instrumento de diligencia debida obligatoria que exija responsabilidades a las empresas 
por sus abusos, la Loi Pacte es una medida voluntaria de RSC que permite a las empresas 
decidir si desean aportar algo a la sociedad y de qué modo (escogiendo ser empresas 
orientadas a objetivos). Además, en Francia, el (ex) director de Danone, Faber, de hecho 
aprovechó la Ley Pacte como justificación para deshacerse de la Ley sobre el deber de 
vigilancia, que describió como mero “requisito informativo”, para evitar la “sobrecarga” 
que supone para las empresas. Por lo tanto, no resulta sorprendente que la sociedad 
civil, tras analizar el plan de vigilancia de Danone, lo haya tildado de corto, vago y 
evasivo. 

11.   Correo electrónico de Danone a la DG Justicia, 31 de agosto de 2020. Documento 7 en carpeta zip.

sobre el deber de vigilancia. BusinessEurope, a la que pertenece 
MEDEF, también ha presionado para que los Estados miembro 
no puedan “añadir todavía más” condiciones a los requisitos de 
la diligencia debida de la UE y evitar “la atomización del mercado 
interno”: con una ley europea suficientemente laxa, podrían 
neutralizar leyes nacionales más duras impidiendo que los Estados 
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https://ec.europa.eu/transparencyregister/public/consultation/displaylobbyist.do?id=65744846168-89
https://www.novethic.fr/actualite/entreprise-responsable/isr-rse/loi-pacte-les-grands-patrons-veulent-plus-de-simplification-administrative-145752.html
https://www.asso-sherpa.org/wp-content/uploads/2019/06/2019.06.14-EN-Rapport-Commun-Companies-must-do-better_compressed_compressed-1.pdf
https://www.asso-sherpa.org/wp-content/uploads/2019/06/2019.06.14-EN-Rapport-Commun-Companies-must-do-better_compressed_compressed-1.pdf
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
https://www.businesseurope.eu/sites/buseur/files/media/position_papers/legal/2021-02-04_sustainable_corporate_governance_and_due_diligence_-_reply_to_consultation.pdf
https://www.businesseurope.eu/sites/buseur/files/media/position_papers/legal/2021-02-04_sustainable_corporate_governance_and_due_diligence_-_reply_to_consultation.pdf
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Leyes nacionales: ¿desviar la 
atención y dar pistas falsas?5.

En los Países Bajos, VNO-NCW, miembro neerlandés de 
BusinessEurope, sostiene que está a favor de la legislación sobre 
diligencia debida sólo a nivel europeo, pero no a nivel nacional. 
En paralelo, en Bruselas, presiona contra una ley europea 
obligatoria contundente, calificando el informe del Parlamento 
Europeo de marzo 2021 de “inviable y “draconiano”. Asimismo, 
en Alemania, el sector industrial ha conseguido dinamitar la 
propuesta de ley nacional sobre la cadena de suministro y está 
intentando hacer lo mismo en Bruselas. La ley sobre la cadena 
de suministro ha quedado gravemente diluida en Alemania (se 
limita al primer nivel y no consigue incluir la responsabilidad 
civil) tras una intensa presión por parte de las organizaciones 
empresariales, y con la ayuda del ministro de Economía, Peter 
Altmaier, politico de la CDU. Un argumento esgrimido por las 
empresas alemanas, aparte de sus quejas con respecto a la 
burocracia y los costes para ellas, fue que si tiene que aprobarse 
una ley sobre la cadena de suministro, tendría que ser para 
toda la UE para evitar las “distorsiones en la competencia”. 
Mientras tanto, BDI, miembro de BusinessEurope, que gastó 
hasta 3 millones de euros en presionar a la UE en 2019, advirtió 
a la DG Justicia en septiembre de 2020 de la “carga potencial 
que supondría para las empresas” (aunque hay estudios que, de 
hecho, calculan que el coste para estas sería bajo). De acuerdo con 
unas notas de la reunión, se habla de limitar “la diligencia debida 
al primer nivel” y de aportar “medidas adicionales para ayudar 
a las empresas a adaptarse”.12 BDI también puso el grito en el 
cielo ante las propuestas del Parlamento Europeo de apoyar “unas 
obligaciones de diligencia debida muy amplias” que van más allá 
de las que “se han discutido a nivel nacional” y que incluyen la 
responsabilidad de la empresa matriz por los daños provocados 
por sus socios o filiales en terceros países. La comparación 
con la legislación nacional es torticera dado que BDI se implicó 
activamente en la limitación y socavamiento de la ley alemana 
desde el principio. 
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12.   Reunión virtual del comisario Reynders con la asociación industrial alemana BDI, 29 de septiembre de 2020. 
Documento 22 en carpeta zip.

https://www.somo.nl/nl/verhinderen-vertragen-verzwakken/
https://twitter.com/larawoltersEU/status/1372846217764438021
https://www.vno-ncw.nl/blog/verkiezingen-europa-als-elephant-room
https://www1.wdr.de/daserste/monitor/sendungen/lieferkettengesetz-100.html
https://www1.wdr.de/daserste/monitor/sendungen/lieferkettengesetz-100.html
https://www1.wdr.de/daserste/monitor/sendungen/lieferkettengesetz-100.html
https://www.socialeurope.eu/germanys-proposed-supply-chain-law-a-glass-half-empty
https://www.socialeurope.eu/germanys-proposed-supply-chain-law-a-glass-half-empty
https://handelsblatt.com/politik/deutschland/menschenrechte-cdu-politiker-fordern-digitales-lieferkettenregister-fuer-den-eu-binnenmarkt/26777122.html?share=twitter
https://handelsblatt.com/politik/deutschland/menschenrechte-cdu-politiker-fordern-digitales-lieferkettenregister-fuer-den-eu-binnenmarkt/26777122.html?share=twitter
https://english.bdi.eu/article/news/towards-a-european-supply-chain-law/
https://ec.europa.eu/transparencyregister/public/consultation/displaylobbyist.do?id=1771817758-48
https://ec.europa.eu/transparencyregister/public/consultation/displaylobbyist.do?id=1771817758-48
https://english.bdi.eu/article/news/towards-a-european-supply-chain-law/
https://english.bdi.eu/article/news/towards-a-european-supply-chain-law/
https://www.asktheeu.org/en/request/8319/response/30804/attach/3/GESTDEM%20SCG%20Ares%2018%20March2.zip?cookie_passthrough=1
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Con un enfoque diferente, el gigante comercial alemán REWE 
Group envió a la DG Justicia13 y a la DG Mercado Interior e 
Industria su propia “propuesta proactiva”. Toma el Reglamento 
comunitario sobre la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada 
(IUU) como modelo, conforme al cual la Comisión da a los Estados 
una tarjeta roja, amarilla o verde en función de su cumplimiento 
de la normativa en materia de pesca (y el pescado procedente de 
un país con tarjeta roja está prohibido en el mercado de la UE). La 
propuesta de REWE cambiaría el enfoque de la ley de diligencia 
debida que pasaría a centrarse en los Estados, y así incentivaría “el 
comportamiento positivo” de los Estados que no son miembros 
de la UE. La Comisión elaboraría “listas de productos basadas en 
un análisis de riesgos” para distintas regiones, en función de la 
cual las empresas tendrían que cumplir con distintos requisitos 
de diligencia debida (ninguno, medio o alto). Esto reduciría 
radicalmente la carga de diligencia debida que las empresas 
tendrían que llevar a cabo, en cambio, permitiría que se pasaran 
por alto riesgos para los derechos humanos o el medio ambiente 
en zonas supuestamente “seguras”, estigmatizaría otras regiones 
y potencialmente trasladaría riesgos entre regiones, por no decir 
que generaría una pesadilla política totalmente inviable para la 
Comisión.  

A pesar de ser inadecuado, un grupo de eurodiputados 
alemanes de la CDU/CSU que escribió al comisario Reynders 
en enero de 2021 también propuso el Reglamento sobre la 
pesca como modelo, proponiendo un “registro digital de la 
cadena de suministro” a imagen y semejanza del Reglamento 
IUU. Argumentaron que sería “una opción comparativamente 
poco cara” que obligaría “a las empresas sin sobrecargarlas” al 
tiempo que motivaría a los Estados a “mejorar sus situaciones 
de derechos humanos”. Los eurodiputados de extrema derecha 
condenaron “la guerra de trincheras ideológica en las comisiones 
parlamentarias” y dijeron que su propuesta sólo se aplicaría 
a aquellas empresas con un volumen de negocios neto de 20 
millones de euros y únicamente a la industria textil para empezar, 
dejando fuera a muchas empresas y sectores. En ambos casos, las 
propuestas basadas en el Reglamento sobre la pesca son mucho, 
mucho más permisivas que lo que se necesita para acabar con 
las violaciones del medio ambiente y de los derechos humanos y 
para hacer justicia a las víctimas. Son poco más que una pista falsa 
diseñada para distraer, retrasar y debilitar.

13.   Correo electrónico de REWE a la DG Justicia, 10 de noviembre de 2020. Documento 14 en 
carpeta zip.
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https://ec.europa.eu/transparencyregister/public/consultation/displaylobbyist.do?id=695563913580-18
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“No os compliquéis con la gobernanza empresarial”, 
dicen las grandes empresas
Además de la diligencia debida obligatoria, la Comisión prevé abordar cuestiones 
de gobernanza empresarial (como las obligaciones de los administradores y la 
representación de las partes interesadas en los consejos de administración) en su 
próxima propuesta de ley. Con el propósito de reducir el cortoplacismo de las empresas y 
contribuir a la sostenibilidad, esta parte de la agenda ha generado una oposición todavía 
mayor. BusinessEurope, Swedish Enterprise,14 AFEP, y el Instituto Europeo de Mercados 
de Capitales (un grupo de reflexión controlado por la industria) atacaron al unísono un 
estudio de la Comisión que señalaba que las empresas están centradas en los beneficios 
económicos de los accionistas a corto plazo. El estudio no lo llevaron a cabo voces críticas 
del modelo capitalista corporativo sino una firma de servicios profesionales, EY. De 
acuerdo con las actas de una reunión entre EY y la DG Justicia celebrada en noviembre 
de 2020, la crítica hacia el estudio “se centró fundamentalmente en la metodología”, 
pero aparte de esto “nadie parece cuestionar que existe el cortoplacismo”.15 Hasta 
BusinessEurope ha reconocido ante el comisario Reynders que “¡el cortoplacismo es 
un problema!” La virulencia de la oposición a la agenda en materia de gobernanza 
empresarial, junto con la emergencia de las crisis a las que nos enfrentamos, desde el 
cambio climático hasta la pérdida de la biodiversidad, ponen de relieve, en cualquier 
caso, que se trata de un aspecto clave.

14.   Informe breve de Swedish Enterprise sobre “Gobernanza Empresarial Sostenible”, 11 de diciembre de 2020. 
Documento 20 en carpeta zip.

15.   Informe sinóptico de la Comisión Europea sobre la reunión con EY, 27 de noviembre de 2020. Documento 21 
en carpeta zip.
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Desde los descarados villanos que todavía intentan parar las leyes hasta 
aquellos que se han esforzado en presentarse como partidarios de una 
nueva ley, los lobbies empresariales están tratando de conformar la próxima 
propuesta de diligencia debida obligatoria en función de sus propios 
intereses. Después de dos décadas en las que las empresas han frustrado 
con éxito los intentos de legislar mediante compromisos voluntarios 
insignificantes, la industria intenta ahora conseguir que la próxima ley sea 
lo más laxa posible. Sostiene que, en lugar de abarcar todas las cadenas 
globales de suministro, la ley debería ceñirse al primer nivel (es decir, a los 
proveedores inmediatos de las empresas y no a los que están más abajo en 
la cadena de suministro). También hace presión a favor de “refugios seguros” 
que supriman la responsabilidad, rechazando medidas que permitirían 
mejorar el acceso a la justicia para las víctimas. 

Los políticos no deben caer en la trampa de asociar un término medio 
aceptable con lo que queda entre las empresas rezagadas y las corporaciones 
aparentemente “constructivas”. El listón de la nueva ley europea se debería 
situar en un nivel que realmente ponga fin a las violaciones del medio 
ambiente y de los derechos humanos, que exija responsabilidades a las 
empresas si violan dichos derechos y que haga justicia con las víctimas y el 
medio ambiente.

No se pueden aceptar las denuncias de “riesgo de judicialización” o 
“inseguridad jurídica” como excusa para que las víctimas no puedan acceder 
a la justicia cuando se produzcan violaciones de los derechos humanos y 
del medio ambiente. Las peticiones a favor de unas normas “pragmáticas” y 
“viables” no pueden entorpecer la ambición de tener una ley que abarque al 
conjunto de las cadenas globales de valor si quiere ser profunda y efectiva. 
Las demandas de “incentivos positivos” y las quejas por las “medidas 
punitivas” no deben desviar la atención de lo que realmente importa: 
las empresas no deberían ser recompensadas por no abusar contra los 
derechos humanos o el medio ambiente del que dependemos; deberían ser 
sancionadas y se les debería exigir responsabilidades por cada violación. Una 
ley de diligencia debida ambiciosa y obligatoria en la UE, que no ceda a la 
presión de la industria, sería un paso muy importante para conseguirlo.

Conclusión

https://www.stopcorporateimpunity.org/global-campaign-statement-on-the-process-towards-the-european-directive-on-mandatory-due-diligence/
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